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María Alejandra Mejía Ospina  
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Corporación IPS Saludcoop en Liquidación
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Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
               Juzgado Tercero Laboral del Circuito
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DE LAS SANCIONES MORATORIAS – NO SON AUTOMÁTICAS – BUENA FE – EMPRESAS EN LIQUIDACIÓN - Se ha sostenido por la jurisprudencia nacional y la local que este tipo de sanciones no opera de manera automática, pues cada caso debe analizarse con el fin de determinar si la actuación que llevó al empleador a sustraerse del pago oportuno de las prestaciones sociales, estuvo precedido de buena o mala fe.
(…)

En sentencia SL2833 de 1º de marzo de 2017 radicación Nº 53.793 con ponencia del Magistrado Jorge Mauricio Burgos Ruiz, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, aplicando el precedente contenido en la sentencia CSJ del 10 de oct. de 2003, No. 20764, confirmó que no se puede predicar mala fe frente al incumplimiento en el pago de salarios y prestaciones sociales de las empresas que se encuentran en estado de liquidación, por lo que no resulta dable condenar a esos empleadores al pago de este tipo de sanciones;…
(…)

Bajo tales circunstancias, desde sentencia emitida el pasado 24 de mayo de 2017 dentro del proceso promovido por la señora Luceny Pimienta Alzate en contra del PAR ISS cuya radicación en sus dígitos finales correspondió al Nº 003-2015-00633-01, por unanimidad, los integrantes de esta Sala acogieron la doctrina probable que contiene la sentencia a que se acaba de hacer referencia y por ende, sus fundamentos serán aplicados para decidir lo pertinente en el caso concreto.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA
Hoy, seis de septiembre de dos mil diecisiete, siendo las tres y quince de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la CORPORACIÓN IPS SALUDCOOP EN LIQUIDACIÓN en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 9 de noviembre de 2016, dentro del proceso que le promueve la señora MARÍA ALEJANDRA MEJÍA OSPINA, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2016-00181-01.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende la señora María Alejandra Mejía Ospina que la justicia laboral declare que entre ella y la Corporación IPS Saludcood en Liquidación existió un contrato de trabajo a término fijo entre el 12 de junio de 2014 y el 11 de mayo de 2015 y que la empresa Institución Auxiliar del Cooperativismo Gestión Administrativa es solidariamente responsable.

Con base en ello aspira que se condene a la entidad accionada a reconocer y pagar la prima de servicios, cesantías y sus intereses correspondientes al primer semestre del año 2015, vacaciones, la indemnización por despido sin justa causa, la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., la indemnización prevista en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: El 12 de junio de 2014 celebró con la entidad accionada contrato de trabajo escrito por obra o labor contratada por once meses; los servicios prestados fueron los de auxiliar de enfermería en las instalaciones de la entidad ubicada en la Cr. 7 Nº 45-80 de Pereira; el horario de trabajo asignado era de lunes a domingo en turnos rotativos de 12 horas; el salario promedio devengado durante la relación contractual fue de $1.199.000; la entidad que realizaba los pagos de los salarios era la Institución Auxiliar del Cooperativismo Gestión Administrativa “IAC Gestión Administrativa”, pero en los extractos bancarios figura la Corporación IPS Cruz Blanca; el 30 de mayo de 2015 finalizó la relación contractual que sostenía con la Corporación accionada, cuando la coordinadora del departamento de enfermería se lo comunicó verbalmente, es decir, no le entregaron el preaviso con 30 días de anticipación; el 26 de agosto de 2014 sufrió accidente laboral siendo atendida en las instalaciones de la entidad y reportado a la ARL Seguros La Equidad; el 27 de agosto de 2014 fue remitida a la clínica de fracturas Ltda. en donde se le practicaron exámenes médicos, diagnosticándosele esguinces y torceduras de la columna cervical, prescribiéndosele tratamiento con el neurocirujano; el 26 de septiembre de 2014 se ordene la práctica de una resonancia magnética; el 6 de octubre de 2014 la ARL emitió recomendaciones laborales; el 5 de diciembre de 2014 le formulan analgésicos para el dolor y la incapacitan.

El 3 de agosto de 2015 solicita el pago de las acreencias laborales adeudadas y de la indemnización moratoria del artículo 65 del C.S.T., por lo que el 1º de septiembre de 2015 se expide liquidación que fue autorizada para girarla por IAC Gestión Administrativa, pero que no fue consignada en la cuenta de nómina; el 29 de octubre de 2015 en audiencia ante el Ministerio del Trabajo, la entidad accionada informa que se están haciendo las gestiones pertinentes para cancelarle lo adeudado; por medio de la resolución Nº 025 de 2016 la Superintendencia Nacional de Salud levanta la medida de intervención forzosa y ordena la toma de posesión de los bienes y haberes para liquidar la Corporación IPS Saludcoop; después del correspondiente proceso, el 6 de abril de 2016 se acepta la inscripción de la acreencia con el Nº 3709 con número de radicado 3678 por un valor de $31.000.000.
Al dar respuesta a la demanda –fls.136 a 158- la Corporación IPS Saludcoop aceptó el contrato de trabajo de obra o labor contratada suscrito con la demandante en calidad de auxiliar de enfermería, el salario devengado, que la sociedad IAC Gestión Administrativa era su outsourcing para pago de nómina, que la relación contractual empezó el 12 de junio de 2014 y finalizó el 30 de mayo de 2015, la solicitud pago elevada el 3 de agosto de 2015, la asistencia a la audiencia de conciliación el 29 de octubre de 2015, la expedición de la resolución Nº 025 de 2016. Respecto a los demás hechos expresó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Cumplimiento de las obligaciones laborales”, “Ausencia de mala fe”, “Fuerza mayor”, “Primacía del derecho a la igualdad de los otros acreedores dentro del proceso de liquidación”, “Prescripción” y “Genérica”.
En sentencia de 9 de noviembre de 2016, la funcionaria de primer grado declaró que entre la señora María Alejandra Mejía Ospina y la Corporación IPS Saludcoop en Liquidación un contrato de trabajo a término indefinido entre el 12 de junio de 2014 y el 30 de mayo de 2015, motivo por el que condenó a esa entidad a reconocer y pagar por concepto de cesantías la suma de $499.586, $24.979 por concepto de intereses a las cesantías, $499.586 por concepto de prima de servicios, $581.185 como compensación por vacaciones, $1.199.107 por concepto de indemnización por despido sin justa causa y la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T. por valor de $8.992.552 que corrieron entre el 1º de junio de 2015 y el 12 de enero de 2016.
Respecto a este último punto señaló que no existe razón que exonere al empleador de la sanción moratoria por falta de pago de las prestaciones sociales, pues no se entiende como la entidad realiza la liquidación final del contrato de trabajo y nunca se la cancela a su trabajadora, razón por la que determinó que la misma corrió desde el 1º de junio de 2015 y solo hasta el 12 de enero de 2016, cuando la Superintendencia de Salud tomó posesión de sus bienes y haberes y nombró un agente liquidador.
Finalmente estableció que la señora María Alejandra Mejía Ospina no se encontraba cobijada por la estabilidad laboral reforzada para el momento en que fue terminado el contrato de trabajo, pues para ese momento no se encontraba incapacitada, ni discapacitada y tampoco se encontraba disminuida en su salud en razón del trabajo. 
Inconforme parcialmente con la decisión, la Corporación IPS Saludcoop en Liquidación interpuso recurso de apelación argumentando que considera que no se puede fulminar condena por concepto de indemnización moratoria por no pago de las prestaciones sociales, pues como quedó demostrado en el proceso la entidad empleadora no pudo cancelar esas acreencias únicamente por problemas de orden financiero, es decir, no fu su voluntad incumplir con sus obligaciones sino la crisis económica que finalmente la llevó a entrar en estado de liquidación. 
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURÍDICOS:
¿Hay lugar a exonerar al empleador del pago de la sanción moratoria a que fue condenado en el curso de la primera instancia?
Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

DE LAS SANCIONES MORATORIAS.

Se ha sostenido por la jurisprudencia nacional y la local que este tipo de sanciones no opera de manera automática, pues cada caso debe analizarse con el fin de determinar si la actuación que llevó al empleador a sustraerse del pago oportuno de las prestaciones sociales, estuvo precedido de buena o mala fe.

En asuntos en que se condenaba a sanción moratoria a entidades en estado de liquidación, el ponente de este proyecto venía separándose de la imposición de esa condena, sosteniendo para el efecto que: 

“…como quiera que para proferir condena por sanción moratoria, lo que corresponde es determinar la buena o mala fe que tuvo el empleador para abstenerse de hacer los pagos laborales pendientes de solución al momento de la terminación de la relación laboral, debe resaltarse que en el presente caso, al haberse iniciado  la liquidación del ISS, sin que se haya declarado la existencia del contrato de trabajo, el liquidador se encontraba en una verdadera imposibilidad legal de hacer el reconocimiento y pago de unos derechos laborales que los documentos que se le presentaban para el efecto no concretaban y que por lo tanto le imponían, para poder proceder a su cumplimiento, una previa declaración judicial. 

En síntesis, el liquidador no pagó las obligaciones laborales, actuando de mala fe o caprichosamente, sino porque tenía que esperar la decisión judicial que las reconociera.

Nótese entonces que no es posible endilgarse mora en estas condiciones al ISS, porque la falta de pago de las eventuales acreencias laborales no resultaba injustificada sino dispuesta por la ley.”

En sentencia SL2833 de 1º de marzo de 2017 radicación Nº 53.793 con ponencia del Magistrado Jorge Mauricio Burgos Ruiz, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, aplicando el precedente contenido en la sentencia CSJ del 10 de oct. de 2003, No. 20764, confirmó que no se puede predicar mala fe frente al incumplimiento en el pago de salarios y prestaciones sociales de las empresas que se encuentran en estado de liquidación, por lo que no resulta dable condenar a esos empleadores al pago de este tipo de sanciones; situación que explicó en los siguientes términos:

“Frente a la anterior situación, debe decirse que de imponerle la indemnización moratoria a un empleador que se encuentra en esas condiciones, es decir en liquidación obligatoria, no tendría razón de ser la expedición de las leyes especiales que permiten la intervención Estatal en las empresas, las cuales están destinadas a proteger no solo el capital y la inversión económica, sino también los intereses de los asalariados y por ende el derecho Constitucional al empleo consagrado en el artículo 25 del Ordenamiento Superior, que se orienta a que un agente estatal dirija los destinos de la unidad de explotación económica y pretenda ya la recuperación económica, ora la liquidación de la sociedad, todo, contra la voluntad del empleador y empresario, sin que pueda quedar al libre albedrío del promotor del acuerdo o del liquidador, hacer un uso inadecuado de los recursos destinados, a conservar el equilibrio de la compañía como persona moral y la igualdad entre los acreedores, según la filosofía propia de la liquidación forzada regulada en la Ley.

Finalmente, no puede deducirse que una empleadora que fue llamada a liquidación forzada como la sociedad demandada, tuviera interés en desconocer o defraudar los intereses y créditos de los trabajadores demandantes, como para entrar a darle viabilidad al Art. 65 del C. S. del T., que como lo ha sostenido esta Sala, no es de aplicación automática.”.

Bajo tales circunstancias, desde sentencia emitida el pasado 24 de mayo de 2017 dentro del proceso promovido por la señora Luceny Pimienta Alzate en contra del PAR ISS cuya radicación en sus dígitos finales correspondió al Nº 003-2015-00633-01, por unanimidad, los integrantes de esta Sala acogieron la doctrina probable que contiene la sentencia a que se acaba de hacer referencia y por ende, sus fundamentos serán aplicados para decidir lo pertinente en el caso concreto.

EL CASO CONCRETO

Sostiene la Corporación IPS Saludcoop en Liquidación, que en el presente caso no hay lugar a que se le condene a reconocer y pagar la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., pues en realidad la grave situación financiera en la que se encontraba sumida no permitía cumplir inmediatamente con el pago de las acreencias laborales a su cargo, incluida la que se generó con ocasión del contrato de trabajo suscrito con la señora María Alejandra Mejía Ospina.

En ese sentido, las tres testigos escuchadas por solicitud de la parte actora, esto es, las señoras Andrea del Pilar Linares Restrepo, Daniela García Hernández y Blanca Enidth Agudelo Sánchez, quienes prestaron sus servicios en la entidad accionada, expresaron que la entidad demandada se encontraba en una crisis financiera, que afectaba un poco el pago de los salarios, pues los mismos no eran efectuados en los días 15 y 30 de cada mes, sino que su consignación podía demorarse un par de días, indicando que en todo caso la Corporación IPS Saludcoop en Liquidación siempre cumplía con esa obligación contractual.
En efecto, luego de finalizar el contrato de trabajo el 30 de mayo de 2015, la señora María Alejandra Mejía Ospina en escrito de 3 de agosto de esa misma anualidad –fls.25 y 26- solicitó que le fueran canceladas las prestaciones sociales y vacaciones que se le adeudaban, motivo por el que la Corporación IPS Saludcoop en respuesta de 9 de septiembre de 2015 –fl.27- no niega las acreencias laborales que radican en su cabeza y le informa a la accionante que los pagos de las liquidaciones de los contratos de trabajo se están realizando de manera progresiva y que esa novedad ya fue reportada a la Coordinación de Nómina para que efectúe el pago en el menor tiempo posible, agregando que esa situación obedece a la crisis financiera que atraviesa la compañía y el proceso de intervención forzosa que se adelanta.
Ciertamente, por medio de la resolución Nº 000025 de 12 de enero de 2016 –fls.117 a 126- la Superintendencia Nacional de Salud resuelve levantar la medida de intervención forzosa administrativa para administrar la Corporación IPS Saludcoop y a continuación ordenó la toma de posesión inmediata de los bienes, haberes, negocios y la intervención forzosa administrativa para liquidar la entidad, comisionando para ello al Superintendente Delegado para las Medidas Especiales.
Para tomar esas determinaciones, la Superintendencia Nacional de Salud en la parte considerativa de ese acto administrativo sostuvo que: i) Mediante la resolución Nº 467 de 10 de marzo de 2014 esa entidad ordenó la toma de posesión inmediata de los bienes, haberes y negocios y la intervención forzosa administrativa para administrar la Corporación IPS Saludcoop; ii) Dicha intervención fue realizada con la finalidad de garantizar la adecuada prestación del servicio de salud, en los términos y con la debida observancia de las normas que rigen para el sistema general de seguridad social en salud y lo dispuesto en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero; iii) Para esa tarea se designó a un agente especial interventor; iv) La intervención forzosa administrativa fue prorrogada sucesivamente por medio de las resoluciones Nº 001487 de 6 de agosto de 2014, 000301 de 9 de marzo de 2015 y 001668 de 9 de septiembre de 2015; v) el 21 de diciembre de 2015 el agente especial interventor presenta informe en el que después de hacer un detallado análisis de la difícil situación financiera por la que pasa la IPS, debido entre otras situaciones, al proceso de liquidación de la EPS Saludcoop S.A. en las que se les ha solicitado la restitución inmediata de bienes muebles e inmuebles con los cuenta la IPS para desarrollar su objeto social, considera que es necesario adelantar el proceso de liquidación de la Corporación IPS Saludcoop; vi) la Superintendencia Delegada para las Medidas Especiales de la Superintendencia Nacional de Salud en concepto técnico de 7 de enero de 2016 resalta que la intervenida afronta una grave crisis financiera, administrativa, asistencial y jurídica que le impide desarrollar adecuadamente su objeto social.
Lo expuesto por la Superintendencia Nacional de Salud en la resolución Nº 000025 de 2016 muestra que la Corporación IPS Saludcoop perdió el control administrativo, financiero, asistencial y jurídico desde el 10 de marzo de 2014 cuando la mencionada Superintendencia asumió la dirección de la entidad y tomo posesión de sus bienes y haberes, con el objeto de hacerla viable, sin embargo, a pesar de apegarse a lo dispuesto en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, no pudo sacarla de la crisis, principalmente porque los bienes muebles e inmuebles con los que contaba fueron utilizados por el agente liquidador de la EPS Saludcoop S.A., razones que llevaron a la Superintendencia Nacional de Salud a ordenar la liquidación de la Corporación el 12 de enero de 2016.

Bajo esas circunstancias, si bien la Sala de Casación Laboral recordó en sentencia SL2833 de 1º de marzo de 2017 que no se puede predicar mala fe frente al incumplimiento en el pago de salarios y prestaciones sociales de las empresas que se encuentran en estado de liquidación obligatoria y para llegar a esa conclusión, tuvo en cuenta que el contrato de trabajo finalizó cuando la empresa empleadora ya se encontraba en estado de liquidación o cerca de iniciar dicho proceso; lo cierto es que dándole un mayor alcance a la jurisprudencia de la Alta Magistratura, considera ésta Sala de Decisión que en este caso no se puede perder de vista, que si bien la liquidación forzosa solo se presenta a partir del 12 de enero de 2016, la verdad es que el ente administrativo propio de la Corporación IPS Saludcoop en Liquidación fue removido de manera forzosa desde el 10 de marzo de 2014 cuando la misma Superintendencia Nacional de Salud la intervino y tomo posesión de sus bienes, haberes y negocios, es decir, a partir de ese momento al agente interventor le resultaba imposible jurídica y financieramente imposible disponer libremente de los recursos de la Corporación; por lo que el pago de las obligaciones contractuales a su cargo, debían ceñirse a lo dispuesto en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.

Es que nótese que en la carta de 9 de septiembre de 2015 la entidad accionada no niega la deuda con la demandante, sino que le dice precisamente que las acreencias laborales a su cargo por el contrato de trabajo que la unió con ella, se cancelaran en el menor tiempo posible y siguiendo los términos previstos por la intervención forzosa.

Lo expuesta demuestra que la falta de pago de las prestaciones sociales a favor de la señora María Alejandra Mejía Ospina no obedecieron a un actuar caprichoso por parte de la Corporación IPS Saludcoop en Liquidación, sino que esa omisión se debió a la grave crisis administrativa, financiera, jurídica y asistencial en que se vio sumida desde el 10 de marzo de 2014, que la llevó a ser intervenida de manera forzosa a partir de ese momento y que desencadenó en su liquidación forzosa por parte de la Superintendencia Nacional de Salud.

En el anterior orden de ideas, no hay lugar a imponerle a la entidad demandada la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., motivo por el que se revocará el ordinal quinto de la sentencia proferida el 9 de noviembre de 2016.

Costas en esta sede no se causaron. 
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR el ordinal QUINTO de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, para en su lugar ABSOLVER a la CORPORACION IPS SALUDCOOP EN LIQUIDACIÓN de la pretensión encaminada a que se reconociera la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T.
SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia recurrida.
Sin costas en esta sede.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
    OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA                                                                   

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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